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MINISTERIO
DE MEDIO AMBIENTE

21487 ORDEN de 21 de octubre de 1999 por la que
se establecen las condiciones para la no apli-
cación de los niveles de concentración de
metales pesados establecidos en el artícu-
lo 13 de la Ley 11/1997, de 24 de abril,
de Envases y Residuos de Envases, a las cajas
y paletas de plástico reutilizables que se uti-
licen en una cadena cerrada y controlada.

La Directiva 94/62/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 20 de diciembre, relativa a los envases y
residuos de envases, ha sido incorporada al ordenamien-
to interno mediante la Ley 11/1997, de 24 de abril,
de Envases y Residuos de Envases, y mediante su Regla-
mento de desarrollo y ejecución, aprobado por Real
Decreto 782/1998, de 30 de abril.

La mencionada Directiva establece en su artículo 11
unos niveles máximos de concentración de determina-
dos metales pesados en los envases (incorporados en
el artículo 11 de la Ley 11/1997, y de su Reglamento
de desarrollo), si bien en el apartado 3 del citado artículo
de la Directiva 94/62/CE se permite que la Comisión
Europea pueda determinar las condiciones en que no
se aplicarán estos niveles de concentración de metales
pesados a los materiales reciclados ni a circuitos de pro-
ductos de una cadena cerrada controlada.

La Comisión Europea ha hecho uso de esta habili-
tación mediante la Decisión 1999/177/CE, de 8 de
febrero (publicada en el «Diario Oficial de las Comuni-
dades Europeas» número L 56, de 4 de marzo de 1999),
por la que se establecen las condiciones para la no apli-
cación de los niveles de concentración de metales pesa-
dos fijados en la Directiva 94/62/CE a las cajas y paletas
de plástico reutilizables que se utilicen en una cadena
cerrada y controlada.

Por otro lado, en el artículo 8 de la Decisión
1999/177/CE se establece que los Estados miembros
deberán informar a la Comisión Europea sobre estas
medidas en el marco del informe previsto en el artícu-
lo 17 de la Directiva 94/62/CE, circunstancia que per-
mite deducir que no es preceptiva la notificación previa
a la Comisión Europea del proyecto de la norma, a la
que se hace referencia en el artículo 16 de la citada
Directiva.

Finalmente, la disposición final única del Real Decre-
to 782/1998 habilita, entre otros, al Ministro de Medio
Ambiente para dictar, en el ámbito de sus competen-
cias, las disposiciones necesarias para su aplicación y
desarrollo.

En su virtud, una vez consultadas las Comunidades
Autónomas y de acuerdo con la habilitación de la dis-
posición final única del Real Decreto 782/1998, dis-
pongo:

Primero.—De conformidad con lo establecido en la
Decisión de la Comisión 1999/177/CE, de 8 de febrero,
los niveles de concentración de metales pesados esta-
blecidos en el artículo 13.1 de la Ley 11/1997, de 24
de abril, de Envases y Residuos de Envases, y en el
artículo 13.a) de su Reglamento de desarrollo y ejecu-
ción, no se aplicarán a las cajas y a las paletas de plástico
reutilizables que se utilicen en circuitos de productos
de una cadena cerrada y controlada y siempre que cum-
plan los requisitos establecidos en los apartados tercero
y cuarto de esta Orden.

Segundo.—A efectos de lo establecido en esta Orden,
se tendrán en cuenta las siguientes definiciones, además
de las que figuran en el artículo 2 de la Ley 11/1997,
y en el mismo artículo de su Reglamento de desarrollo
y ejecución:

a) «Introducción intencionada»: La utilización deli-
berada de una substancia en la formulación de un envase
o de un componente de envase cuando se desea su
presencia constante en el envase final o componente
de envase final para conferirle al mismo una caracte-
rística, apariencia o calidad determinadas.

Por contra, no se considerará «introducción intencio-
nada» cuando se utilicen materiales reciclados para la
fabricación de nuevos materiales de envase, y algunas
porciones de dichos materiales reciclados presenten can-
tidades de metales pesados.

b) «Presencia accidental»: La presencia de un metal
regulado como un ingrediente no utilizado intenciona-
damente en un envase o un componente de envase.

c) «Circuitos de productos que se encuentran en
una cadena cerrada y controlada»: Los circuitos de pro-
ductos en los que los éstos circulan en el interior de
un sistema controlado de reutilización y de distribución
y en los que los materiales reciclados proceden única-
mente de estos productos del circuito, de forma que
la introducción de materiales exteriores corresponda al
mínimo técnicamente posible. Los productos solamente
pueden retirarse de estos circuitos previa autorización
especial, con el fin de obtener una tasa óptima de devo-
lución.

Tercero. 1. Las cajas y paletas de plástico a las
que se aplique la excepción regulada en esta Orden y
en la Decisión 1999/177/CE deberán haber sido fabri-
cadas mediante un proceso de reciclado controlado, en
el que el material reciclado provenga únicamente de
otras cajas de plástico o paletas de plástico y en el que
la introducción de material exterior sea la mínima téc-
nicamente posible, y en ningún caso supere el 20
por 100 en peso.

Las unidades devueltas que no puedan utilizarse de
nuevo deberán ajustarse a lo establecido en el apartado
quinto de esta Orden.

2. Durante el proceso de fabricación no se intro-
ducirá de forma intencionada como elemento del mismo
plomo, cadmio, mercurio o cromo hexavalente, si bien
es admisible la presencia accidental de alguno de estos
elementos.

3. Las cajas y paletas de plástico a las que se aplique
esta excepción sólo podrán superar los límites de con-
centración de metales pesados como resultado de la
adición de materiales reciclados.

Cuarto.—Las cajas y paletas de plástico a que se refie-
re esta Orden y la Decisión 1999/177 deberán formar
parte de un sistema controlado de distribución y reu-
tilización que cumpla las condiciones siguientes:

a) Las cajas y paletas de plástico nuevas que con-
tengan los metales pesados deberán identificarse de for-
ma visible y permanente.

b) Los agentes económicos responsables estable-
cerán un sistema de inventario y archivo que incluya
un método de control de las obligaciones reglamentarias
y financieras, con el fin de reunir los documentos que
acrediten la conformidad con la presente Orden y con
la Decisión 1999/177/CE, especialmente en lo que se
refiere al índice de retorno de los envases y, más con-
cretamente, al porcentaje de las unidades recuperables
que no se eliminan una vez utilizadas y que se envían
de nuevo al fabricante, al centro de envasado o de lle-
nado o a un representante autorizado. Este porcentaje
debe ser lo más elevado posible y en ningún caso inferior
al 90 por 100 a lo largo del ciclo de vida de las cajas
y de las paletas de plástico.
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Este sistema deberá informar sobre el número de uni-
dades reutilizables puestas en circulación y el número
de unidades fuera de servicio.

c) Todas las unidades devueltas que ya no sean reu-
tilizables deberán ser eliminadas mediante un procedi-
miento especialmente autorizado por las Comunidades
Autónomas o recicladas en un proceso de reciclado en
el que el material de reciclado esté compuesto de cajas
de plástico y paletas de plástico del circuito. La intro-
ducción de material exterior deberá ser el mínimo téc-
nicamente posible y no deberá superar un máximo del
20 por 100, en peso.

d) El fabricante o su representante autorizado, o,
en todo caso, el responsable de la primera puesta en
el mercado de las cajas y paletas de plástico, deberá
elaborar una declaración anual en la que se explique
de qué forma se han cumplido las condiciones de la
presente Orden y de la Decisión 1999/177/CE.

Esta declaración deberá permanecer a disposición de
las autoridades competentes, para su inspección, al
menos, durante cuatro años.

Madrid, 21 de octubre de 1999.

TOCINO BISCAROLASAGA

Ilmos. Sres. Secretario general de Medio Ambiente y
Subsecretario.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE ANDALUCÍA

21488 LEY 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes
de las Entidades Locales de Andalucía.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

A todos los que la presente vieren, sabed:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo,
en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren
la Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo
y ordeno la publicación de la siguiente Ley de Bienes
de las Entidades Locales de Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El establecimiento por la Constitución Española de
1978 del municipio como célula básica del cuerpo polí-
tico del Estado español, con la correspondiente decla-
ración de garantía de su autonomía, supuso para las
entidades locales la supresión progresiva de todos aque-
llos procedimientos de intervención que no resultaren
necesarios para asegurar la coordinación, igualmente
reconocida constitucionalmente, entre las actuaciones
de las distintas Administraciones Públicas. El Real Decre-
to 1710/1979, de 18 de junio, por el que se dejaban
sin efecto procedimientos de fiscalización, intervención
y tutela del entonces Ministerio de Administración Terri-
torial sobre las entidades locales en diversas materias
y se dictaban normas aclaratorias en materia de bienes
de propios de las corporaciones locales, suprimió una
serie de controles que se contenían en el articulado del
entonces vigente Reglamento de Bienes de las Entidades
Locales, aprobado por Decreto de 27 de mayo de 1952.

La Ley 40/1981, de 28 de octubre, por la que se
aprobaron determinadas medidas sobre régimen jurídico

de las corporaciones locales, modificó determinados
artículos del mencionado Reglamento de Bienes, por lo
que se refería a las mayorías con que deberían adoptarse
determinados acuerdos corporativos en materia de arren-
damiento de bienes patrimoniales, aprovechamiento y
disposición de bienes comunales y cesión gratuita de
bienes inmuebles de propios.

Como complemento de las transferencias efectuadas
por la Administración General del Estado en el año 1979,
se publica el Real Decreto 3315/1983, de 20 de julio,
sobre traspaso de funciones y servicios a la Comunidad
Autónoma de Andalucía en materia de Administración
local. Esta vez, por lo que a los bienes de las corpo-
raciones locales se refiere, las nuevas competencias que
se asumen se concretan en la aprobación de normas
reguladoras de aprovechamiento de bienes comunales,
así como en la autorización de las adjudicaciones en
pública subasta del disfrute y aprovechamiento de dichos
bienes mediante precio, la declaración de urgente ocu-
pación de bienes de particulares afectados por expro-
piaciones forzosas iniciadas por corporaciones locales
y las correspondientes autorizaciones para la adjudica-
ción directa del derecho de superficie sobre bienes de
su propiedad.

Con la promulgación de la Ley reguladora de las Bases
del Régimen Local de 2 de abril de 1985, consecuencia
directa del nuevo sistema constitucional implantado en
1978, se diseña un nuevo ordenamiento jurídico-admi-
nistrativo local. Por lo que atañe a la materia de bienes
(tít. VI, cap.I: Bienes: arts. 79 a 83), el legislador estatal
optó por restringir su carácter básico en armonía con
el criterio general de moderación que presidió su redac-
ción, y sólo reguló con cierta amplitud los aspectos orga-
nizativos. A ello contribuyó, posiblemente, el hecho
incuestionado de que la regulación de la materia de bie-
nes era de las más acuñadas del régimen local español.
Conforme a las previsiones de la disposición final primera
de esta ley, aparecieron el Texto Refundido de las Dis-
posiciones Legales Vigentes en Materia de Régimen
Local, aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986,
de 18 de abril (tít. VI, cap. I: Bienes: arts. 74 a 87),
y el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales,
debidamente actualizado y acomodado, aprobado por
Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio.

Hasta este momento, la Administración autonómica
ha venido afrontando sus competencias en la materia
con estos instrumentos legales emanados de la Admi-
nistración General del Estado. Sin embargo, y en armonía
con el criterio inicial adoptado de ir creando un régimen
local andaluz conforme la experiencia acumulada lo fuera
demandando, se estima que ha llegado la hora idónea
para ejercitar la competencia exclusiva que el Estatuto
de Autonomía para Andalucía, en su artículo 13.3, le
otorga en materia de régimen local, en su especialidad
de bienes de las corporaciones locales.

A grandes rasgos, se puede afirmar que los objetivos
que pretende alcanzar esta ley son los siguientes:

a) Actualizar determinadas materias relacionadas
con los bienes y el patrimonio de las entidades locales
mediante la utilización de figuras jurídicas procedentes
del derecho privado, de dudosa aplicación en el vigente
ordenamiento público; en este sentido, cabría destacar
la regulación que se hace de la permuta de cosa futura,
de la aportación a las sociedades municipales de bienes
patrimoniales e incluso de concesiones administrativas,
del desahucio administrativo.

b) Adaptar las facultades de disposición del patri-
monio a los nuevos modos y figuras del mercado inmo-
biliario.

c) Innovar algunos aspectos, ya que, además de con-
tener el régimen jurídico sobre los patrimonios de las
entidades locales, extiende su regulación a los de sus
organismos autónomos y sociedades mercantiles.


